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Resumen 

La constitución consagra la libertad de culto, inclusive la libertad de credo y la libre expresión de todas las creencias. La constitución reconoce la personería jurídica distintiva de la Iglesia católica. Los grupos religiosos no católicos deben inscribirse ante el Ministerio de Gobernación para celebrar contratos o gozar de exenciones fiscales. Los líderes espirituales mayas indicaron que el gobierno seguía limitando su acceso a algunos sitios religiosos mayas, incluidos algunos ubicados en parques nacionales y otras zonas protegidas donde el gobierno seguía cobrando entrada a los visitantes religiosos que no se hubieran inscrito previamente ante el gobierno central como practicantes oficiales de la espiritualidad maya mediante un proceso que ellos describieron como largo y engorroso. La comunidad maya de Chicoyogüito planteó nuevamente su preocupación en julio respecto a la continua falta de acceso a un sitio espiritual en la antigua Zona Militar No. 21, que se convirtió en una base de entrenamiento en materia de mantenimiento de paz de las Naciones Unidas conocida como Comando Regional de Entrenamiento de Operaciones de Mantenimiento de Paz (CREOMPAZ), en Cobán, Alta Verapaz. Grupos no católicos afirmaron que algunas autoridades municipales seguían discriminándolos en la tramitación de aprobaciones de permisos de construcción y la recaudación de impuestos locales. 

Algunos miembros del clero católico expresaron que siguen siendo víctimas de amenazas y acosos, incluidas amenazas de muerte, por parte de miembros de la comunidad local con intereses financieros, debido a su vinculación con el trabajo de protección del medio ambiente y los derechos humanos. Algunos grupos religiosos mayas denunciaron que propietarios de tierras siguieron restringiendo su entrada a sitios religiosos mayas ubicados en propiedad privada. 

La Embajada de los Estados Unidos celebró reuniones periódicas con funcionarios del gobierno, organizaciones de la sociedad civil y grupos religiosos para tratar temas relacionados con la libertad de culto, incluidas las amenazas al clero católico y la presunta falta de acceso a los sitios espirituales mayas. En el transcurso de reuniones con diversos grupos de la sociedad civil y religiosos, los funcionarios de la embajada recalcaron el valor de la tolerancia y el respeto a la diversidad de culto, inclusive para con minorías religiosas.



Sección I. Demografía religiosa

El Gobierno de los Estados Unidos calcula que el total de la población asciende a 16,9 millones (estimación a mediados de 2019). Según una encuesta de 2016 realizada por ProDatos, aproximadamente el 45% de la población es católica y el 42% protestante. Alrededor del 11% de la población no profesa ninguna religión. Entre los grupos que juntos constituyen aproximadamente un 2% de la población se encuentran los budistas, los hinduistas, los musulmanes, los judíos y los fieles de las religiones maya, xinca y afroindígena garífuna.

Los grupos cristianos no católicos incluyen la Iglesia de Dios Evangelio Completo, las Asambleas de Dios, la Iglesia Centroamericana, la Iglesia Príncipe de Paz, grupos protestantes evangélicos independientes, los bautistas, la Iglesia de Jesucristo de los Santos de los Últimos Días, los episcopalianos, los testigos de Jehová, los luteranos, los presbiterianos, los ortodoxos rusos y los adventistas del séptimo día.

Los católicos y los protestantes tienen presencia en todo el país y cuentan con fieles en los principales grupos étnicos. Según líderes de organizaciones espirituales mayas, así como del clero católico y protestante, muchos católicos indígenas y algunos protestantes indígenas practican alguna forma de sincretismo con rituales espirituales indígenas, principalmente en la ciudad de Livingston, al este del país, y en la región del sur del país.

Conforme a los líderes de la comunidad judía, hay aproximadamente 1.000 judíos que viven en el país. Los líderes musulmanes declararon que unos 1.200 musulmanes, en su mayoría de origen palestino, viven principalmente en la Ciudad de Guatemala. Según musulmanes áhmadis locales, existe una pequeña comunidad Ahmadía de unos 70 miembros.

Sección II. Situación del respeto del gobierno hacia la libertad de culto

Marco jurídico

La constitución consagra la libertad de culto, inclusive la libre expresión de todas las creencias y el derecho a practicar una religión o una creencia, de forma pública o privada. La constitución reconoce la personería jurídica distintiva de la Iglesia católica por medio de un concordato. 

La constitución no exige que los grupos religiosos se inscriban para rendir culto, pero los grupos religiosos no católicos deben inscribirse con el fin de obtener condición jurídica para, por ejemplo, poder alquilar o comprar inmuebles y firmar contratos, y para estar exentos de impuestos, así como para recibir exenciones fiscales respecto a inmuebles que se utilizan para el culto, la educación religiosa y la ayuda social. Para inscribirse, es preciso presentar ante el Ministerio de Gobernación una copia de los estatutos donde se manifieste la intención del grupo de dedicarse a cuestiones religiosas, así como una lista de su feligresía inicial, que debe contar con un mínimo de 25 miembros. El ministerio puede rechazar una solicitud si el grupo no parece dedicado a un objetivo religioso, parece dispuesto a emprender actividades ilegales o realiza actividades que pudieran considerarse una amenaza para el orden público. Todos los grupos religiosos deben obtener el permiso de las autoridades municipales correspondientes para realizar trabajos de construcción y reparación en los inmuebles y celebrar eventos públicos, lo que también es preciso para actividades de índole no religiosa.

La constitución protege los derechos de los grupos indígenas de practicar sus tradiciones y formas de expresión cultural, incluidos los ritos religiosos. La ley permite que los grupos espirituales mayas celebren ceremonias religiosas en sitios históricos mayas que sean propiedad del Estado de manera gratuita mediante un permiso por escrito del Ministerio de Cultura.

El código penal sanciona con penas de entre un mes y un año la interrupción de celebraciones religiosas; la ofensa de una religión, la cual no es precisada por la ley, y la profanación de sepulturas o de restos humanos; sin embargo, muy pocas veces se presentan cargos conforme a esas leyes. La constitución dispone la libertad de expresión y la libertad de culto, recalcando que, “Toda persona tiene derecho a practicar su religión o creencia, tanto en público como en privado, por medio de la enseñanza, el culto y la observancia sin más límites que el orden público y el respeto debido a la dignidad de la jerarquía y a los fieles de otros credos.” 

Conforme a la constitución, ningún miembro del clero ni de ninguna religión puede ocupar el cargo de presidente, vicepresidente, ministro del gobierno o juez.

Mediante un decreto del sistema penitenciario, la ley garantiza al menos un espacio religioso en cada cárcel de acuerdo con su capacidad. Los servicios de capellanes se limitan a capellanes católicos y capellanes cristianos no denominacionales (por lo general evangélicos). Los sacerdotes católicos pueden ingresar a las cárceles para brindar servicios como capellanes si muestran un libro de catecismo o el carnet de identificación sacerdotal. Los capellanes protestantes sin denominación o evangélicos deben presentar un carnet oficial que los identifica como pastores o capellanes para ingresar a la cárcel. Los prisioneros de grupos religiosos minoritarios no tienen acceso garantizado a consejeros espirituales de su religión.  

La constitución permite, pero no exige, la instrucción religiosa en las escuelas públicas. No existe un marco nacional para determinar la índole o el contenido de la instrucción religiosa. En general, las escuelas públicas no tienen ningún componente religioso en el programa de estudios. Las escuelas religiosas privadas están permitidas y se pueden encontrar en todas las zonas del país. En las escuelas religiosas privadas se permite la instrucción religiosa, pero la asistencia es opcional. 

El gobierno exige que los misioneros extranjeros obtengan visas de turista, las cuales las autoridades emiten por períodos renovables de tres meses. Después de renovar sus visas de turista una vez, los misioneros extranjeros pueden solicitar residencia temporal por un plazo de hasta dos años. El permiso residencial es renovable.

El país es parte signataria del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.

Prácticas del gobierno

Algunos líderes mayas indicaron que el gobierno seguía limitando su acceso a varios sitios religiosos ubicados en lugares propiedad del gobierno y que les exigían pagar para acceder a esos lugares. El gobierno siguió declarando que no existían limitaciones de acceso; sin embargo, cualquier persona que quería acceder a los lugares ubicados en parques nacionales u otras zonas protegidas tenían que pagar una entrada o una cuota de procesamiento. En Tikal, un complejo de pirámides mayas del año 200 d. C y uno de los sitios más sagrados para la espiritualidad maya, el costo de la entrada era aproximadamente entre US$3 y US $4, precio que, de acuerdo con miembros de la Comisión para la Definición de los Lugares Sagrados (COLUSAG), era prohibitivo para muchas poblaciones indígenas. Líderes espirituales mayas de la COLUSAG siguieron afirmando que los practicantes de la espiritualidad maya por lo general podían obtener acceso gratuito a los lugares si contaban con acreditación y habían recibido un documento de identificación como guías espirituales y permiso por escrito del Ministerio de Cultura y Deportes antes de la ceremonia o actividad religiosa prevista. Los líderes mayas declararon que el gobierno seguía exigiendo el permiso por escrito para entrar a los sitios espirituales, para lo que se necesitaba un papeleo considerable, viajes costosos a la capital y fluidez en español. Mediante solicitud previa, la Comisión Presidencial contra la Discriminación y el Racismo (CODISRA) siguió prestando los servicios de intérpretes para las personas indígenas. Los defensores mayas, xinka y garífuna siguieron exigiendo el acceso, dentro de lo que denominaron "parámetros razonables", es decir, el uso temporal para el culto ritual, a sitios sagrados en tierras públicas y privadas.

De acuerdo con la COLUSAG, para finales de año, esta Comisión había inscrito oficialmente 3.288 sitios como lugares sagrados para la espiritualidad maya, el mismo número que en 2018. Los representantes de la COLUSAG expresaron que los entes gubernamentales que en su opinión deberían trabajar para proteger los lugares sagrados, incluido el Ministerio de Cultura y la Secretaría de la Paz, no mostraron voluntad para hacerlo. La COLUSAG indicó que la Secretaría de la Paz solamente proporcionaba espacio físico para reuniones del grupo; los líderes espirituales mayas trabajaban de manera voluntaria y el gobierno no les pagaba. Ellos afirmaron que el Ministerio de Cultura contaba con una “Unidad de Lugares Sagrados y Práctica de la Espiritualidad Maya” encargada de levantar mapas de los sitios y producir material informativo acerca de la espiritualidad maya. No obstante, el Ministerio de Cultura había provisto la unidad con solo un empleado. Los representantes indicaron que el trabajo de preservar lugares sagrados era más importante que nunca y que se necesitaba un mayor apoyo gubernamental, incluida la financiación. Los líderes de la COLUSAG afirmaron que no aceptaban las acusaciones de algunas empresas y entes gubernamentales de que los líderes espirituales mayas buscaban retomar la posesión de las propiedades espirituales ancestrales. La COLUSAG dijo que su objetivo era interceder para precisar en qué momento los practicantes de la espiritualidad maya podían ejercer su religión en lugares espirituales ancestrales. 

La comunidad maya de Chicoyogüito cumplió en julio 51 años de solicitar el acceso a sus lugares sagrados y la devolución de las tierras, incluido su centro ceremonial sagrado. Esta comunidad volvió a plantear su preocupación por la falta de acceso a un espacio espiritual en la antigua Zona Militar No. 21. En 1968, las fuerzas militares se apropiaron de las tierras y desalojaron a los miembros de la comunidad maya y, en tierra sagrada para esa comunidad, utilizaron la base para ejecuciones extrajudiciales y tortura entre 1970 y 1990. La base fue transformada en 2005 en una base de entrenamiento en materia de mantenimiento de la paz de las Naciones Unidas, conocida hoy día como CREOMPAZ, en Cobán, Alta Verapaz. 

[bookmark: _Hlk32489939]El gobierno, a través de su programa La Ruta hacia la Prosperidad, aumentó su interacción con las comunidades indígenas. En las reuniones celebradas durante el año, 80 líderes indígenas identificaron ocho prioridades políticas temáticas para sus comunidades, entre ellas el respecto por la tierra sagrada, la cultura indígena y la religión indígena, las cuales han sido históricamente ignoradas por el gobierno central, según dijeron. La plataforma de La Ruta hacia la Prosperidad también permitió a los líderes indígenas plantear ante representantes del gobierno central con poder de decisión sus inquietudes sobre futuras inversiones del sector privado en lugares sagrados ubicados en el Altiplano Occidental. 

Grupos no católicos afirmaron que algunas autoridades municipales seguían discriminándolos en la tramitación de aprobaciones de permisos de construcción y la recaudación de impuestos locales. En octubre, los representantes de una importante iglesia no católica expresaron que las autoridades de algunos municipios gravaron con impuestos las propiedades de la iglesia, a pesar de estar legalmente exentas de impuestos de acuerdo con la constitución y un fallo de la Corte Suprema. De acuerdo con los representantes de esa iglesia, en algunos casos, las autoridades municipales se negaron a emitir permisos de construcción o remodelación a menos que los impuestos se pagaran primero. Los representantes de esa iglesia indicaron que ellos creían que esta aplicación irregular de la ley tributaria probablemente provenía de intereses financieros en lugar de discriminación basada en la religión. Ellos indicaron que el gobierno emitió exenciones fiscales generales de 10 años a favor de la Iglesia católica y de la Alianza Evangélica, pero le otorgó exenciones de solo cinco años (que vencieron en 2018) a una importante iglesia no católica.

Los misioneros siguieron informando de que optaban por permanecer con visas de turista para evitar el trámite de solicitud de residencia temporal, que consideraban complejo.

Sección III. Situación del respeto mostrado por la sociedad hacia la libertad de culto

Algunos miembros del clero católico siguieron denunciando ser víctimas de amenazas y acoso debido a su vinculación con el trabajo de protección del medio ambiente y los derechos humanos. De acuerdo con los informes de la Oficina de Recursos Humanos del Arzobispado de Guatemala, al menos nueve sacerdotes recibieron graves amenazas durante el año. En Casillas, en el departamento de Santa Rosa, el Padre Néstor Melgar recibió amenazas de muerte en redes sociales de trabajadores de las minas locales debido a su lucha contra la mina San Rafael y el impacto ambiental de la misma en la zona. En Jalpatagua, en el departamento de Jutiapa, el Padre Víctor Ruano recibió amenazas de muerte anónimas supuestamente de autoridades locales corruptas debido a su trabajo comunitario para defender los derechos indígenas en Quesada, municipio del mismo departamento.

[bookmark: _GoBack]Según grupos espirituales mayas, algunos propietarios privados de tierras les siguieron negando a los mayas el acceso a lugares ubicados en su propiedad considerados sagrados, incluidas cuevas, lagunas, montañas y bosques. Por ejemplo, la COLUSAG informó que los practicantes espirituales mayas no podían acceder fácilmente al Cerro Tojil, lugar sagrado situado en la aldea Chijuyu, en el departamento de Quiché. Los practicantes dijeron que hasta hacía poco ellos habían podido acceder libremente al cerro para sus rituales. Un importante terrateniente prohibió el libre acceso al sitio y le otorgó su administración a una organización comunitaria local que cobra entrada a todas las personas.

Después de una mayor cooperación interconfesional en 2018 para proporcionar asistencia humanitaria a las víctimas de la erupción del Volcán de Fuego, la comisión humanitaria interconfesional suspendió definitivamente sus actividades poco tiempo después. No hubo iniciativas interconfesionales importantes durante el año.          

De acuerdo con Religiones por la Paz (RFP, por sus siglas en inglés), cuyos miembros incluyen representantes de la Iglesia católica, iglesias evangélicas protestantes, la fe musulmana y la fe judía, y los grupos de espiritualidad maya, las iniciativas interconfesionales han disminuido en los últimos años debido a la falta de financiación. No obstante, RFP siguió trabajando activamente para resolver los malentendidos entre varios grupos religiosos y promover una cultura de respeto, especialmente entre los jóvenes. Algunas organizaciones políticas, incluida la Municipalidad Indígena de Sololá, rotaron el liderazgo entre representantes católicos y protestantes.

Sección IV. Política e interacción del Gobierno de los Estados Unidos

[bookmark: _Hlk32489179]Funcionarios de la Embajada de los Estados Unidos se reunieron periódicamente con el procurador de los Derechos Humanos, la CODISRA y miembros del congreso para tratar temas relacionados con la libertad de culto, incluidas las amenazas al clero católico y problemas de acceso de los mayas a sus sitios espirituales. La embajada siguió fomentando una mayor interacción entre el gobierno y las comunidades indígenas, especialmente por medio de su participación y apoyo para un mayor diálogo a través del programa La Ruta hacia la Prosperidad. Los funcionarios de la embajada organizaron reuniones en Huehuetenango, Quetzaltenango, Sololá y Retalhuleu entre las autoridades indígenas y representantes del Ministerio Público, el Poder Judicial y el Programa Nacional de Competitividad para incorporar cuestiones de derechos indígenas en las estrategias de desarrollo y seguridad ciudadana del gobierno anfitrión. La Ruta hacia la Prosperidad, una iniciativa bilateral, es el primer diálogo del gobierno anfitrión con líderes indígenas que coordina directamente con el Gobierno de los Estados Unidos.    

Los funcionarios de la embajada se reunieron con líderes de los principales grupos religiosos y representantes de organizaciones confesionales no gubernamentales para tratar la importancia de la tolerancia y el respeto a las minorías religiosas. Con miras a fortalecer el entendimiento de asuntos relacionados con la libertad de culto, los funcionarios de la embajada siguieron comunicándose con líderes y entidades religiosos, entre ellos el arzobispado católico; la Alianza Evangélica (la organización más grande de iglesias protestantes, con una representación de más de 30.000 iglesias individuales); la comunidad judía; la comunidad musulmana y los representantes de la Comisión para la Definición de los Lugares Sagrados para las comunidades maya, xinca y garífuna.
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